1 Abril de 2008.
Diputado Presidente: Luis Gurza Jaidar.
Primera lectura de dictámenes relativos a reformas constitucionales:
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma a los artículos 27 fracción III numeral 9, 59 fracción VI y 60 segundo párrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila, sobre “Iniciativa popular” planteada por el Profesor Humberto Moreira Valdés, gobernador constitucional del estado.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un oficio del Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se envía la minuta proyecto de decreto, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, “En materia de seguridad pública y justicia penal”.
B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso un excedente de vialidad localizado en prolongación la fragua de la ciudad de Saltillo, a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza.
C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Arteaga, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un lote de terreno ubicado en la zona centro de esa ciudad, para enajenarlo a título gratuito a favor del jardín de niños “Tonila de la Fuente de Cepeda”, con objeto de ampliar el área de juegos de dicha institución educativa.
D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble ubicado en la colonia “Presidentes 1”, de esa ciudad, a favor de la Asociación Regional de Enfermeras, para la construcción de un salón de usos múltiples.
E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen  del dominio  público municipal, un predio municipal ubicado en el “Fraccionamiento Hacienda La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la iglesia Anglicana de México, A. R., con el fin de la construcción de un templo y salón de usos múltiples.
F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio ubicado en el fraccionamiento “Loma Bonita” de esa ciudad, a favor de la iglesia de Nuestra Señora de Fátima, para la construcción de un templo en ese municipio.
G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar el terreno que ocupa la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, ubicado en la colonia San Joaquín de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a dicha dependencia.
H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Guerrero, Coahuila, mediante el cual envía una iniciativa de decreto para reformar el artículo 26 fracción I, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal de 2008.
I.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, mediante el cual envía una iniciativa de decreto para reformar el artículo 22, fracción I, incisos 2, 3 y 8; fracción XVII y fracción XXIII; y el artículo 25, fracciones I y VII, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal 2008.
J.-
Dictamen presentado por la Comisión de Seguridad Pública, con relación a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Exhorto al ejecutivo federal, a fin de que se otorguen mas recursos materiales y humanos a la atención de menores infractores”, planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
K.-
Dictamen presentado por la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “El cambio climático”, planteado por el Diputado Raúl Xavier González Valdés, conjuntamente con los Diputados Jorge Antonio Abdala Serna, José Luis Moreno Aguirre, Román Alberto Cepeda González, Antonio Juan Marcos Villarreal y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Reforma a los artículos 27 fracción III numeral 9, 59 fracción VI y 60 segundo párrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de marzo de 2008 , se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales   la Iniciativa de Reforma a los artículos 27 fracción III numeral 9, 59 fracción VI y 60 segundo parrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y,
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 94, 99 fracción I, 100 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de Reforma a diversos artículos de la Constitución Política del Estado, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado se basa en las consideraciones siguientes:

“Las instituciones que sostienen la democracia y la participación ciudadana en México se han ido fortaleciendo gracias al dinamismo del régimen de gobierno adoptado por los mexicanos. El artículo 39 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que la soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno. 

La representatividad y democracia de nuestro país es fruto de la voluntad de todos los mexicanos que formamos parte de él. En virtud del sistema democrático, el pueblo delega su soberanía en las autoridades que habrán de representar sus intereses y necesidades. Sin embargo, esta delegación no significa dejar que las autoridades actúen de manera unipersonal; es indispensable la opinión y participación de la gente para garantizar el éxito en el desarrollo y en las acciones que se emprendan. 

Estas consideraciones marcan la pauta para que, en virtud de que nuestro interés primordial es mejorar constantemente las acciones que permitan un gobierno participativo, trabajemos para optimizar los instrumentos mediante cuales la gente pueda proponer y colaborar con sus autoridades. Por ello, me permito someter ante esta Honorable Legislatura, la presente iniciativa de decreto para modificar diversos ordenamientos, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En recientes fechas, los mexicanos hemos sido espectadores de cambios de gran trascendencia a nivel nacional. Cuestiones de carácter electoral, de acceso a la información, libertad de expresión e impartición de justicia, por mencionar algunos, han presentado transformaciones que impactan en gobernantes y gobernados. Ello nos hace reflexionar sobre la necesidad de analizar si la apertura de las líneas de participación y colaboración ciudadana están lo suficientemente fuertes y, más aún, si estás son eficaces para lograr una real consolidación de una democracia interactiva y funcional. 

En diversos países de América Latina existe la preocupación de mejorar los niveles de representación y participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones. Sin embargo, actualmente sólo once países latinoamericanos contemplan en su legislación instrumentos de participación ciudadana. De esta forma, la mayoría de los sistemas políticos tienen un bajo componente de democracia directa y, por regla general, se trata de iniciativas legislativas populares ad parlamentum: los proyectos de ley o reforma son estudiados por los aparatos legislativos y las decisiones respecto a procedencia o no de un ordenamiento jurídico se toman sin consultar ~en la mayoría de los casos- la opinión de la sociedad. 

A nivel nacional, hasta el mes de octubre de 2006, sólo quince entidades federativas habían incorporado en sus textos legales alguno de los mecanismos de participación ciudadana. 

Cabe mencionar que desde el mes de junio de 2001, nuestro Estado cuenta con la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila. Este ordenamiento regula diversas figuras relacionadas con la participación ciudadana y/o comunitaria, como son el referendo, plebiscito, iniciativa popular, consulta popular, colaboración comunitaria y audiencia pública. 

Reconocemos que la incorporación de estos instrumentos es un paso fundamental para el fortalecimiento de la democracia en nuestro Estado. Sin embargo, debemos estar conscientes de la carga limitativa que actualmente tienen falta de practicidad y eficacia en su aplicación los convierten en mecanismos lentos, complejos y poco atractivos para los diversos sectores de la sociedad y obstaculizan la sensibilidad y compromiso de los ciudadanos para participar activamente en la vida política, social y económica de Coahuila y, por ello, no se ejercen. 

Estas dificultades prácticas inciden de manera relevante en la figura de la iniciativa popular. A pesar de estar regulada en nuestros ordenamientos, es desconocida y en algunos casos desestimada por los ciudadanos, en virtud de complejidad para llevarla a cabo, ya que actualmente el artículo 41 de la ley de la materia establece un mínimo del 0.5% acreditable del total del electorado coahuilense para la procedencia de la iniciativa popular. 

Lo anterior nos obliga a reflexionar sobre la necesidad de la exigencia de requisitos como el mencionado en el párrafo anterior, para poder ejercitar un Instrumento de participación ciudadana. Consideramos que la inquietud, participación y opinión de un solo ciudadano no debería estar condicionada a requisitos como el descrito en el párrafo que antecede. Buscamos la idoneidad y eficacia en estos instrumentos. 

En el Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011, el Gobierno de la Gente estableció su compromiso de implementar mecanismos que garanticen el estado de derecho y que permitan generar un vínculo sólido entre todos los actores políticos y sociales de la entidad la finalidad de este compromiso es propiciar un mayor bienestar y dar atención eficaz a las necesidades de los coahuilenses a través del fortalecimiento de los instrumentos de participación ciudadana. 

Estamos convencidos de que las adecuaciones legislativas pertinentes nos permitirán ver activa la participación de los ciudadanos coahuilenses y dejar atrás la imposibilidad y falta de interés para ejercer sus derechos plasmados en ley debido a las exigencias que pretendemos eliminar de la ley para que, quien se interese por presentar una iniciativa popular ante la autoridad, pueda hacerlo sin mayores barreras. 
Esta iniciativa representa una de las acciones que debemos llevar a cabo para que la población deje de ser la espectadora de las acciones del gobierno y se convierta en parte integrante y participativa. Las adecuaciones que se proponen abrirán la posibilidad de que las acciones en las tareas políticas, jurídicas y de desarrollo en beneficio Estado sean de todos, es decir, que los ciudadanos participen activamente sin mayores limitantes que la capacidad para ejercer sus derechos políticos. 

Más allá de estas consideraciones, lo cierto es que en tiempos como los actuales necesitamos reforzar la confianza de la gente en sus instituciones públicas y representantes, mediante los mecanismos de participación ciudadana que promuevan la actuación efectiva y conjunta de gobernantes y gobernados, y así, mantener la estabilidad y la democracia del Estado. 

Para garantizar la viabilidad en la  implementación de esta reforma se propone la modificación de los diversos ordenamientos vigentes en el Estado que regulan la figura de la iniciativa popular, incluyendo los requisitos para su procedencia, trámite y resolución. 

En primer término, presentamos la propuesta de modificación de disposiciones de la Constitución Local, para abrir la oportunidad y el derecho de que cualquier ciudadano coahuilense -incluso aquellos no coahuilenses pero residentes en el Estado por más de tres años--, puedan presentar una iniciativa popular ante la autoridad sin el complejo requisito de contar con un número especifico de electores que impulsen su petición. Además planteamos adecuaciones a las facultades del Instituto Electoral  y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila, principalmente para eliminar la validación del porcentaje del electorado para la presentación da una iniciativa popular. 

En este mismo sentida de apertura, se proponen adecuaciones a las disposiciones conducentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila da Zaragoza. 

En el artículo Tercero de esta iniciativa de decreto, presentamos las modificaciones a la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila, en razón de que es el ordenamiento especifico que establece los requisitos para la procedencia de una iniciativa popular, aquellos procedimientos a llevar a cabo depende si se trata de una iniciativa de carácter legislativo, administrativo o municipal.  

Por último, los artículos Cuarto y Quinto de esta iniciativa, incluyen las modificaciones a la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político-Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de eliminar el aspecto de la validación del porcentaje de electorado como causal para de procedencia del juicio de participación ciudadana, y a la  Ley del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, con el fin de adecuar las facultades del Instituto respecto del trámite de procedencia de la iniciativa popular” 

TERCERO.-  Tanto a nivel federal como estatal, el órgano legislativo es síntesis de democracia, pues no sólo se integra con las tendencias mayoritarias, sino además conjunta las distintas fuerzas políticas que le dan un sentido plural,  a fin de que efectivamente la democracia sea, como lo dijera Abraham Lincoln en la oración pronunciada en el campo de batalla de Gettysburg, “el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo.” Así, la vinculación popular de la ley mediante la representación  de los legisladores, le confiere la autoridad de las decisiones tomadas por el pueblo; luego,  el procedimiento legislativo, sobre todo en su fase de iniciación, discusión y aprobación de la ley, aparece como una forma mediante la cual, el órgano representativo del pueblo  expresa su voluntad legislativa y concreta el principio democrático. 

Así las cosas, en un Estado democrático de derecho, como lo es el nuestro, el principio democrático no se  agota en la elección de los representantes que integran el Órgano Legislativo o el Poder Ejecutivo, sino que además reconoce y respeta el pluralismo  político y fomenta la participación ciudadana.

En este orden de ideas, el Estado de Coahuila, cuna de la revolución mexicana, de los ideales democráticos de Madero y del movimiento constitucionalista de Carranza, ha hecho importantes contribuciones al desarrollo del federalismo y  la democracia en México a través del concepto de soberanía directa e indirecta.

En efecto, se establece en el artículo segundo de la Constitución Política del Estado que éste puede ejercer su soberanía en forma directa e indirecta y que dichas formas son principios esenciales que legitiman el Poder Público del Estado y que, además, se complementan entre sí, pues el plebiscito, el referéndum y la iniciativa popular constituyen  formas de participación ciudadana.

Por cuanto a esta última institución, que es de la que ahora nos ocupamos, no resulta ocioso señalar que sólo en fecha reciente las Constituciones Locales, y no todas, con un renovado aire democratizador,  han reconocido al ciudadano, bien en forma directa o indirecta, el derecho de iniciar leyes, reservado antaño al poder ejecutivo, a los legisladores, a los ayuntamientos en materia municipal y a los tribunales de justicia en materia de su competencia y codificación.

Establecido lo anterior, en las constituciones de Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Distrito Federal, México, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas, se reconoce con diversas modalidades el ejercicio de la iniciativa de leyes a los ciudadanos.

La reforma a diversos preceptos de la Constitución local, así como a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, a la Ley de Participación Ciudadana, a la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político Electoral y de Participación Ciudadana y a la Ley del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, permite a los ciudadanos, en estricto sentido, ser parte del proceso legislativo al tener la capacidad de ponerlo en marcha a través de la facultad de iniciar leyes, decretos, reglamentos o normas administrativas de carácter  general; al respecto, el artículo 39 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, dice:

“Artículo 39. EL CONCEPTO DE INICIATIVA POPULAR. La iniciativa popular es  el derecho de los ciudadanos coahuilenses y de los que sin serlo acrediten haber residido en el Estado por más de  tres años para iniciar leyes, decretos, reglamentos o normas administrativas de carácter general.” 

La iniciativa que ahora se estudia y dictamina al derogar las disposiciones que señalaban como exigencias de la iniciativa popular  un porcentaje del cero punto cinco por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del estado y anexar una relación con sus nombres, firmas y claves de su credencial de elector, indudablemente hará factible que la institución adquiera positividad jurídica en el Estado, pues no obstante que desde el año 2001 fue implementada en la entidad,  por el porcentaje a que se hizo referencia y por la complejidad de su trámite, no dejó de ser una simple fórmula constitucional, pues lo cierto es que en nuestra historia legislativa no se tiene antecedente de que los ciudadanos  hayan presentado iniciativas de ley o de que de haberlo hecho alguna vez hayan prosperado; por lo que, consideramos que la  Iniciativa de mérito, al permitir al ciudadano individualmente considerado, la facultad de iniciar leyes, decretos, reglamentos o normas administrativas de carácter general, contribuye de manera decisiva a consolidar el Estado de Derecho, toda vez que siendo constitucionalmente la forma de gobierno del Estado Republicana, Representativa y Popular, en la democracia rige el principio de la soberanía del pueblo.

Heller, citado por Don Ignacio Burgoa
  sostiene que: “ la democracia es una estructura de poder construida de abajo a arriba: la autocracia organiza al Estado de arriba abajo. En la democracia rige el principio de la soberanía del pueblo: todo poder estatal procede del pueblo; en la autocracia, el principio de la soberanía del dominador: el jefe del Estado reúne en sí todo el poder del Estado”.

Estas terminantes expresiones, nos dice el maestro Burgoa, suscitan la  reflexión sobre la  vinculación entre democracia y soberanía del pueblo o nación, es decir, sugieren el problema consistente en determinar en qué medida recoge un sistema democrático el poder  soberano.

Así las  cosas, la iniciativa popular, al permitir al ciudadano la facultad de iniciar directamente leyes, decretos, reglamentos o normas administrativas de carácter general, indudablemente vincula la democracia y la  soberanía del pueblo, por lo que en concepto de esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, por ser una importante contribución a la consolidación del Estado Democrático de Derecho debe ser aprobada en sus términos.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta  pertinente emitir el siguiente:

D I C T A M E N

UNICO.- Resulta pertinente la aprobación de la Iniciativa de Reforma a los artículos 27 fracción III numeral 9, 59 fracción VI y 60 segundo parrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, para quedar en la forma siguiente:

ARTÍCULO UNICO. Se modifica el numeral 9 de la fracción III del artículo 27, la fracción VI del artículo 59 y el segundo párrafo del artículo 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue: 

Artículo 27. ... 

l. y II. ... 

III..... 

1. a 8. ... 

9. Tendrá a su cargo, además de las atribuciones que le confiera la ley, la preparación, organización, desarrollo, vigilancia y validez del proceso electoral, de los procedimientos del plebiscito y referendo y la salvaguarda del sistema de partidos políticos, en los términos de las disposiciones aplicables. 

……

……

10 y11 …..

IV. y V. ... 

Artículo 59. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 

l. a V. ... 

VI. A los ciudadanos coahuilenses y a los que sin serlo acrediten que han residido en el Estado por más de tres años. Este derecho se ejercerá en los términos que establezca la ley. 

VII..., 

Artículo 60. ... 

Las iniciativas presentadas por los sujetos a que se refiere la fracción VI del artículo anterior, se sujetarán al trámite que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

…

…

…

…

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 24 de Marzo de 2008 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del C. Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Seguridad Pública y Justicia Penal; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 12 del mes de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales Oficio del C. Vicepresidente de la MESA Directiva de la  Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Seguridad Pública y Justicia Penal; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 94, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto para reformar y adicionar diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Seguridad Pública y Justicia Penal,  que remite el C. Senador José González Morfín, Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, se proponen, entre otras cosas:

A. Establecer un estándar de pruebas para librar una orden de aprehensión.

B. Establecer un concepto constitucional de flagrancia.

C. Reducir los requisitos para declarar el arraigo.

D. Señalar un concepto constitucional de delincuencia organizada y las excepciones en su 
tratamiento procesal.

E. Precisar los requisitos y alcances de las órdenes de cateo.

F. Establecer los requisitos para grabar comunicaciones entre particulares.

G. Crear la figura y establecer sus facultades de los jueces de control.

H. Señalar mecanismos alternativos de solución de controversias y dar las bases para crear una 
defensoría pública más eficaz  y eficiente.

I. Cambiar la denominación de la pena corporal, de reo por sentenciado, de readaptación por 
reinserción, del auto de vinculación a proceso.

J. Autorizar constitucionalmente los centros especiales de reclusión preventiva y ejecución de 
sentencias.

K. Precisar los requisitos para el auto de vinculación a proceso.

L. Establecer las bases jurídicas para el sistema procesal acusatorio, fortaleciéndose los 
principios de presunción de inocencia, derechos de la víctima, cargas procesales, acción 
privativa.

M. Fijar un régimen transitorio en lo que se legisla respecto del nuevo sistema procesal penal 
acusatorio en la Federación y las Entidades Federativas.

Los anteriores propósitos son materia de las adiciones y reformas a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 73, 115 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

TERCERO.- En un Estado de Derecho, como es el nuestro, se dan  múltiples relaciones entre gobernantes, como representantes del Estado, y gobernados. Los primeros, en ejercicio del poder soberano del que es titular la Entidad, desempeñan dicho poder sobre y frente a los gobernados, constituyendo así los actos de autoridad, que tienen como características el ser unilaterales, imperativos y coercibles y que necesariamente afectan la esfera o ámbito jurídico que se atribuye a cada persona como gobernado.

En un Estado de Derecho, esa esfera de afectación individual, debe obedecer a ciertos principios y satisfacer determinados requisitos; es decir, debe estar sometida a un conjunto de modalidades jurídicas, que de no observarse traerían como consecuencia la ineficacia del acto.

Así las cosas, ese conjunto de modalidades al que tiene que sujetarse un acto de autoridad para  producir válidamente, desde un punto de vista jurídico, una afectación en la esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, es lo que constituyen las garantías de seguridad jurídica previstas en los artículos 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, y 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ahora bien, las reformas y adiciones que el Congreso de la Unión propone a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 73, 115 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, buscan dentro de la procuración y administración de justicia, implementar un sistema garantista en el que se respeten tanto los derechos de la víctima y ofendido, como los del imputado, partiendo de la presunción de inocencia de este último, regido por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, con las características de acusatoriedad y oralidad. 

Se regulan los supuestos de procedencia de prisión preventiva, privilegiando la libertad personal y se buscan medios alternos de solución de controversias, a la par que se garantiza la defensa efectiva y profesional de los inculpados, buscando que sean abogados quienes se encarguen de ella, no siendo ocioso dejar asentado que la federación se reservó la facultad de legislar en materia de delincuencia organizada, al instituir en el artículo 73 fracción XXI, como facultad del Congreso de la Unión, establecer los delitos y faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse, así como legislar en materia de delincuencia organizada.

En el Estado, alguna de las instituciones que ahora se proponen, como la “presunción de inocencia,” operan desde hace tiempo; a la par que, dentro del marco legislativo en materia de procuración y administración de justicia, el Ejecutivo del Estado propuso una Iniciativa de ley con el propósito de implementar en la entidad las reformas que ahora se estudian y dictaminan; por lo que siendo así, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, que reforma los artículos 16,17,18,19,20, 21,y 22 y las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO .-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Legislatura aprueba el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, que reforma los artículos 16,17,18,19,20, 21,y 22 y las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Único. Se reforman los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 Y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal. 

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta  con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro  inmediato de la detención. 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. 

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley. 

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 

Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal.

 En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privada de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes. 

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos. 

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y su violación será penada por la ley. 

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos  que establezca la ley marcial correspondiente.

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial.

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación de las partes. 

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio Público.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil. 

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se destinare para la extinción de las penas y estarán completamente separados. 

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto. 

La Federación, los Estados y el Distrito Federal podrán celebrar convenios para que los sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan las penas en establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa. 

La Federación, los Estados y el Distrito Federal establecerán, en el ámbito  de sus respectivas competencias un sistema integral de justicia que será aplicable a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes penales y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, en el que se garanticen los derechos fundamentales que reconoce esta Constitución para todo individuo, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos. Las personas menores de doce años que hayan realizado una conducta prevista como delito en la ley solo serán sujetos a rehabilitación y asistencia social. 

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de instituciones tribunales y autoridades especializados en la procuración e impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de orientación protección y tratamiento que amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y el interés superior del adolescente. 

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema siempre que resulte procedente. En todos los procedimientos seguidos a los adolescentes se observará la garantía del debido proceso legal así como la independencia entre las autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales  a la conducta realizada y tendrán como fin la reintegración social y familiar  del adolescente así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades.  El internamiento se utilizará solo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión de conductas antisociales calificadas como graves. 

Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando penas en países extranjeros, podrán ser trasladados a la República para que cumplan sus condenas n base en los sistemas de reinserción social previstos en este artículo, y los sentenciados de nacionalidad extranjera por delitos del orden federal o del fuero común, podrán ser trasladados al país de su origen o residencia, sujetándose a los Tratados Internacionales que se hayan celebrado para ese efecto. El traslado de los reclusos sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso. 

Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la comunidad como forma de reinserción social. Esta disposición no aplicará en caso de delincuencia organizada y respecto de otros internos que requieran medidas especiales de seguridad. 

Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en materia de delincuencia organizada se destinarán centros especiales. Las autoridades competentes podrán restringir las comunicaciones de los inculpados y sentenciados por delincuencia organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor, e imponer medidas de vigilancia especial a quienes se encuentren internos en estos establecimientos. Lo anterior podrá aplicarse a otros internos que requieran medidas especiales de seguridad, en términos de la ley. 

Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá revocar la libertad de los individuos vinculados a proceso. 

El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la forma que señale la ley. La prolongación de la detención en su perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad responsable del establecimiento en el que se encuentre internado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado no reciba copia autorizada del auto de vinculación a proceso y del que decrete la prisión preventiva, o de la solicitud de prórroga del plazo constitucional, deberá llamar la atención del juez sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes, pondrá al indiciado en libertad. 

Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados en el auto de vinculación a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto de investigación separada, sin perjuicio de que después pueda decretarse la acumulación, si fuere conducente. 

Si con posterioridad a la emisión del auto de vinculación a proceso por delincuencia organizada el inculpado evade la acción de la justicia o es puesto a disposición de otro juez que lo reclame en el extranjero, se suspenderá el proceso junto con los plazos para la prescripción de la acción penal. 

Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución, en las cárceles, son abusos que serán corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades. 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.

A. De los principios generales: 

I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen; 

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual deberá realizarse de manera libre y lógica; 

III. Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las excepciones y los requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera desahogo previo; 

IV. El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del caso previamente. La presentación de los argumentos y los elementos probatorios se desarrollará de manera pública, contradictoria y oral; 

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad procesal para sostener la acusación o la defensa, respectivamente; 

VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo momento el principio de contradicción, salvo las excepciones que establece esta Constitución;  

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos y bajo las modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su participación en el delito y existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez citará a audiencia de sentencia. La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte su responsabilidad;

VIII. El juez sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad del procesado;

IX. Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula, y 

X. Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las audiencias preliminares al juicio. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa; 

II. A declarar o a guardar silencio. Desde el momento de su detención se le harán saber los motivos de la misma y su derecho a guardar silencio, el cual no podrá ser utilizado en su perjuicio. Queda prohibida y será sancionada por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. La confesión rendida sin la asistencia del defensor carecerá de todo valor probatorio; 

III. A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su comparecencia ante el Ministerio Público o el juez, los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten. Tratándose de delincuencia organizada, la autoridad judicial podrá autorizar que se mantenga en reserva el nombre y datos del acusador. 

La ley establecerá beneficios a favor del inculpado, procesado o sentenciado que preste ayuda eficaz para la investigación y persecución de  delitos en materia de delincuencia organizada; 

IV. Se le recibirán los testigos y demás pruebas pertinentes que ofrezca,  concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, en los términos que señale la ley; 

V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo podrá restringirse en los casos de excepción, que determine la ley, por razones de seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos, o cuando el tribunal estime que existen razones fundadas para justificarlo.

En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación podrán tener valor probatorio, cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exista riesgo para testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en contra; 

VI. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso. 

El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la investigación cuando el primero se encuentre detenido y cuando pretenda recibírsele declaración o entrevistarlo. Asimismo, antes de su primera comparecencia ante juez podrán consultar dichos registros, con la oportunidad debida para preparar la defensa. A partir de este momento no podrán mantenerse en reserva las actuaciones de la investigación, salvo los casos excepcionales expresamente señalados en la ley cuando ello sea imprescindible para salvaguardar el éxito de la investigación y siempre que sean oportunamente revelados para no afectar el derecho de defensa; 

VII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa;

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el momento de su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de haber sido requerido para hacerla, el juez le designará un defensor público. También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá obligación de hacerla cuantas veces se le requiera, y 

IX. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. 

La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije la ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas cautelares.

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la detención. 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal; 

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa; 

III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia; 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo 
de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño.

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa. 

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 

VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus derechos, y 

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño. 

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función. 

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial. 

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y  exclusivas de la autoridad judicial. 

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía las que  únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas.

Si el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, obrero  trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un día.

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se imponga por infracción de los reglamentos gubernativos y de policía, no excederá del equivalente a un día de su ingreso. 

El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley. 

El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. 

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de  Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas: 

a) La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública. La operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad pública si no ha sido debidamente certificado y registrado en el sistema. 

c) La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos. 

d) Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito así como de las instituciones de seguridad pública. 

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente a estos fines. 

Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 

No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete una autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de  las disposiciones aplicables, ni la de aquellos bienes cuyo dominio se  declare extinto en sentencia. En el caso de extinción de dominio se establecerá un procedimiento que se regirá por las siguientes reglas: 

1. Será jurisdiccional y autónomo del de materia penal; 

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas, respecto de los bienes siguientes:

a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió.  

b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes producto del delito, siempre y cuando se reúnan los extremos del inciso anterior. 

c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para impedirlo. 

d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero existan suficientes elementos para determinar que son producto de delitos patrimoniales o de delincuencia organizada, y el acusado por estos delitos se comporte como dueño. 

III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recursos respectivos para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actuación de buena fe, así como que estaba impedida para conocer la utilización ilícita de sus bienes. 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I.a XX. …

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse, así como legislar en materia de delincuencia organizada.

…

…

XXII. . . .  

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución. 

XXIV. a XXX. . . .

Artículo 115. . . .

I a VI. …

VII. La policía preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público. 

…

VIII. …

….

IX y X. …

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 

Apartado A .... 

Apartado B ... 

I.a XII. ...

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se ~ regirán por sus propias leyes. 

 Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, 

Cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito Federal y municipal, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios pericia les, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social. 

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas instituciones. 

XIII bis. y XIV ....

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en los artículos transitorios siguientes. 

Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 Y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este  Decreto. 

En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito. 

En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma y términos en que se substanciarán los procedimientos penales. 

Tercero. No obstante lo previsto en el artículo transitorio segundo, el  sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19, 20 Y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor al día siguiente de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación, en las entidades federativas que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales vigentes, siendo plenamente válidas las actuaciones procesales que se hubieren practicado con fundamento en tales ordenamientos, independientemente de la fecha en que éstos entraron en vigor. Para tal efecto, deberán hacer la declaratoria prevista en el artículo transitorio Segundo. 

Cuarto. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto. 

Quinto. El nuevo sistema de reinserción previsto en el párrafo segundo del artículo 18, así como el régimen de modificación y duración de penas  establecido en el párrafo tercero del artículo 21, entrarán en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin que pueda  exceder el plazo de tres años, contados a partir del día siguiente de la  publicación de este Decreto. 

Sexto. Las legislaciones en materia de delincuencia organizada de las entidades federativas, continuarán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad conferida en el artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos penales iniciados con fundamento en dichas legislaciones, así como las sentencias emitidas con base en las mismas, no serán afectados por la entrada en vigor de la legislación federal. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de esta última.

Séptimo. El Congreso de la Unión, a más tardar dentro de seis meses a partir de la publicación de este Decreto, expedirá la ley que establezca el Sistema Nacional de Seguridad Pública. Las entidades federativas expedirán a más tardar en un año, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las leyes en esta materia. 

Octavo. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los estados y el órgano legislativo del Distrito Federal, deberán destinar los recursos necesarios para la reforma del sistema de justicia penal. Las partidas presupuestales deberán señalarse en el presupuesto inmediato siguiente a la entrada en vigor del presente decreto y en los presupuestos sucesivos. Este presupuesto deberá destinarse al diseño de las reformas legales, los cambios organizacionales, la construcción y operación de la infraestructura, y la capacitación necesarias para jueces, agentes del Ministerio Público, policías, defensores, peritos y abogados. 

Noveno. Dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto se creará una instancia de coordinación integrada por representantes de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, además del sector académico y la sociedad civil, así como de las Conferencias de Seguridad Pública, Procuración de Justicia y de Presidentes de Tribunales, la cual contará con una secretaría técnica, que coadyuvará y apoyará a las autoridades locales y federales, cuando así se lo soliciten. 

Décimo. La Federación creará un fondo especial para el financiamiento de las actividades de la secretaría técnica a que se refiere el artículo transitorio octavo. Los fondos se otorgarán en función del cumplimiento de las  obligaciones y de los fines que se establezcan en la Ley. 

Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema procesal acusatorio,  los agentes del Ministerio Público que determine la ley podrán solicitar al juez el arraigo domiciliario del indiciado tratándose de delitos graves y hasta por un máximo de cuarenta días.

Esta medida será procedente siempre que sea necesaria para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 24 de marzo de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso un excedente de vialidad localizado en prolongación La Fragua de la ciudad Saltillo, Coahuila, con una superficie de 202.50 m2, a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, lo anterior en virtud que los Decretos 195 de fecha 23 de abril de 2004 y Decreto 388 de fecha 13 de mayo de 2005, quedaron sin vigencia al término de la administración pasada.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 04 de marzo de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso un excedente de vialidad localizado en prolongación La Fragua de la ciudad Saltillo, Coahuila, con una superficie de         202.50 m2, a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, lo anterior en virtud que los Decretos 195 de fecha 23 de abril de 2004 y Decreto 388 de fecha 13 de mayo de 2005, quedaron sin vigencia al término de la administración pasada.

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía ratificación de fecha 11 de febrero de 2008, en la que se contiene la autorización para enajenar a título oneroso un excedente de vialidad localizado en prolongación La Fragua de la ciudad Saltillo, Coahuila, con una superficie de 202.50 m2, a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, lo anterior en virtud que los Decretos 195 de fecha 23 de abril de 2004 y Decreto 388 de fecha 13 de mayo de 2005, quedaron sin vigencia al término de la administración pasada, con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:
mide 13.50 metros lineales y colinda con propiedad privada.

Al Sur:
mide 13.50 metros lineales y colinda con calle Níquel.

Al Oriente:
mide 15.00 metros lineales y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
mide 15.00 metros lineales y colinda con propiedad solicitante.

TERCERO. El objeto es la ampliación de casa habitación.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se Valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila para enajenar a título oneroso un excedente de vialidad localizado en prolongación La Fragua de la ciudad Saltillo, Coahuila, con una superficie de 202.50 m2, a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, con objeto de ampliar casa habitación, lo anterior en virtud que los Decretos 195 de fecha 23 de abril de 2004 y Decreto 388 de fecha 13 de mayo de 2005, quedaron sin vigencia al término de la administración pasada, con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:
mide 13.50 metros lineales y colinda con propiedad privada.

Al Sur:
mide 13.50 metros lineales y colinda con calle Níquel.

Al Oriente:
mide 15.00 metros lineales y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
mide 15.00 metros lineales y colinda con propiedad solicitante.

ARTÍCULO SEGUNDO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO TERCERO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO CUARTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. Las operaciones iniciadas y formalizadas conforme a lo establecido en el Decreto 195, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 23 de abril de 2004, y Decreto 388 de fecha 13 de mayo de 2005 tendrán plena validez.

ARTÍCULO SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Arteaga, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un lote de terreno con una superficie de 196.24 m2, ubicado en la zona centro de esa ciudad, para enajenarlo a título gratuito a favor del Jardín de Niños “Tonila de la Fuente de Cepeda”, con objeto de ampliar el área de juegos de dicha institución educativa.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 26 de febrero de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Arteaga, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un lote de terreno con una superficie de 196.24 m2, ubicado en la zona centro de esa ciudad, para enajenarlo a título gratuito a favor del Jardín de Niños “Tonila de la Fuente de Cepeda”, con objeto de ampliar el área de juegos de dicha institución educativa.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 25 de octubre de 2007, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público un lote de terreno con una superficie de 196.24 m2, ubicado en la zona centro de esa ciudad, para enajenarlo a título gratuito a favor del Jardín de Niños “Tonila de la Fuente de Cepeda”, con objeto de ampliar el área de juegos de dicha institución educativa, predio que corresponde a la calle Antonio Cepeda y que colinda en la parte Norte con propiedad privada con una medida de 30.26 metros lineales, al Sur colinda con el Jardín de Niños Tonila de la Fuente de Cepeda y mide 30.12 metros lineales, al Este con calle Mariano Escobedo y mide 6.50 metros lineales, y al Oeste colina con calle Juan Dávila y mide 6.50 metros lineales.

QUINTO.  El objeto es ampliar el área de juegos de dicha institución educativa.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Arteaga, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Arteaga, Coahuila, para desincorporar del dominio público un lote de terreno con una superficie de 196.24 m2, ubicado en la zona centro de esa ciudad, para enajenarlo a título gratuito a favor del Jardín de Niños “Tonila de la Fuente de Cepeda”, con objeto de ampliar el área de juegos de dicha institución educativa, predio que corresponde a la calle Antonio Cepeda y que colinda en la parte Norte con propiedad privada con una medida de     30.26 metros lineales, al Sur colinda con el Jardín de Niños Tonila de la Fuente de Cepeda y mide 30.12 metros lineales, al Este con calle Mariano Escobedo y mide      6.50 metros lineales, y al Oeste colina con calle Juan Dávila y mide 6.50 metros lineales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 
TRANSITORIO

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 300.00 m2, que comprenden los lotes 15 y 16, ubicado en la colonia “Presidentes 1”, de esa ciudad, a favor de la Asociación Regional de Enfermeras, para la construcción de un Salón de usos múltiples, el cual fue desincorporado con Decreto número 392 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 26 de febrero de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 300.00 m2, que comprenden los lotes 15 y 16, ubicado en la colonia “Presidentes 1”, de esa ciudad, a favor de la Asociación Regional de Enfermeras, para la construcción de un Salón de usos múltiples, el cual fue desincorporado con Decreto número 392 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

SEGUNDO. Que por acuerdo por la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 14 de febrero de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 300.00 m2, que comprenden los lotes 15 y 16, ubicado en la colonia “Presidentes 1”, de esa ciudad, a favor de la Asociación Regional de Enfermeras, para la construcción de un Salón de usos múltiples, el cual fue desincorporado con Decreto número 392 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008, el cual se identifica de la siguiente manera;

Al Norte:

mide 15.00 metros y colinda con lote 14.

Al Sur:

mide 15.00 metros y colinda con lote 17.

Al Oriente:

mide 20.00 metros y colinda con lotes 5 y 6.

Al Poniente:

mide 20.00 metros y colinda con calle Juan Álvarez.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 34816, Foja 148 Vta., Tomo 99, Libro 1, Sección I, de fecha 21 de mayo de 1963.

TERCERO. El objeto es la construcción de un Salón de Usos Múltiples.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se Valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila para enajenar a título gratuito, un inmueble con una superficie de 300.00 m2, que comprenden los lotes 15 y 16, ubicado en la colonia “Presidentes 1”, de esa ciudad, a favor de la Asociación Regional de Enfermeras, para la construcción de un Salón de usos múltiples, el cual fue desincorporado con Decreto número 392 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008, el cual se identifica de la siguiente manera;

Al Norte:

mide 15.00 metros y colinda con lote 14.

Al Sur:

mide 15.00 metros y colinda con lote 17.

Al Oriente:

mide 20.00 metros y colinda con lotes 5 y 6.

Al Poniente:

mide 20.00 metros y colinda con calle Juan Álvarez.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 34816, Foja 148 Vta., Tomo 99, Libro 1, Sección I, de fecha 21 de mayo de 1963.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008.
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EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un predio municipal con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el “Fraccionamiento Hacienda La Laja” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la Iglesia Anglicana de México, A.R., con el fin de la construcción de un Templo y Salón de Usos Múltiples.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 13 de febrero de 2007, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un predio municipal con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el “Fraccionamiento Hacienda La Laja” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la Iglesia Anglicana de México, A.R., con el fin de la construcción de un Templo y Salón de Usos Múltiples.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual con fecha 31 de enero de 2007, se aprobó por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo la desincorporación el régimen del dominio público municipal de Piedras Negras, Coahuila, un predio municipal con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el “Fraccionamiento Hacienda La Laja” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la Iglesia Anglicana de México, A.R., con el fin de la construcción de un Templo y Salón de Usos Múltiples, con las siguientes medidas y colindancias 32.00 metros lineales y colinda con calle Escobedo y 27.00 metros lineales y colinda con la calle Oliverio de Hoyos del Fraccionamiento Hacienda La Laja quedando el resto del área municipal para áreas deportivas, juegos infantiles y equipamiento urbano.

Y se encuentra inscrita en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de Fecha 19 de Octubre de 2005, el cual ampara una superficie total de; 61,776.00 m2, de los cuales solo 864.00 m2., serán donados a la  Iglesia Anglicana de México, A.R.,

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un predio municipal con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el “Fraccionamiento Hacienda La Laja” de esta ciudad, con el fin de enajenarlo a título gratuito a favor de la Iglesia Anglicana de México, A.R., con el fin de la construcción de un Templo y Salón de Usos Múltiples, con las siguientes medidas y colindancias; 32.00 metros lineales y colinda con calle Escobedo y 27.00 metros lineales y colinda con calle Oliverio de Hoyos del Fraccionamiento Hacienda La Laja quedando el resto del área municipal para áreas deportivas, juegos infantiles y equipamiento urbano.

Y se encuentra inscrita en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de Fecha 19 de Octubre de 2005, el cual ampara una superficie total de : 61,776.00 m2, de los cuales solo 864.00 m2., serán donados a la  Iglesia Anglicana de México, A.R.,

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, a 12 de marzo de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 2,095.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Loma Bonita” de esa ciudad a favor de la Iglesia de Nuestra Señora de Fátima, para la construcción de un Templo en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 393 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 26 de febrero de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 2,095.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Loma Bonita” de esa ciudad a favor de la Iglesia de Nuestra Señora de Fátima, para la construcción de un Templo en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 393 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

SEGUNDO. Que por acuerdo por la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 14 de febrero de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 2,095.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Loma Bonita” de esa ciudad a favor de la Iglesia de Nuestra Señora de Fátima, para la construcción de un Templo en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 393 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

Terreno irregular con una superficie de 2,095.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte; 49.64 metros lineales y colinda con calle Loma Bonita, 27.65 metros lineales con propiedad municipal: Al Sur; 54.70 metros lineales y colinda con propiedad privada, 12.90 metros lineales y colinda con calle Río Bravo: Al Oriente; 20.69 metros lineales y colinda con Lote N°.10,  42.92 metros lineales y colinda con calle Loma Bonita: Al Poniente; 25.00 metros lineales, 13.80 metros lineales, 18.29 metros lineales y colinda con propiedad privada.


Y se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, mediante donación a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, y registrado bajo la Partida 5037, Libro 51, Sección I S.C, de fecha 10 de diciembre de 2003.

TERCERO. El objeto es la construcción de un templo.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se Valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila para enajenar a título gratuito, con una superficie de 2,095.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Loma Bonita” de esa ciudad a favor de la Iglesia de Nuestra Señora de Fátima, para la construcción de un Templo en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 393 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 18 de enero de 2008.

Terreno irregular con una superficie de 2,095.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte; 49.64 metros lineales y colinda con calle Loma Bonita, 27.65 metros lineales con propiedad municipal: Al Sur; 54.70 metros lineales y colinda con propiedad privada, 12.90 metros lineales y colinda con calle Río Bravo: Al Oriente; 20.69 metros lineales y colinda con Lote N°.10,  42.92 metros lineales y colinda con calle Loma Bonita: Al Poniente; 25.00 metros lineales, 13.80 metros lineales, 18.29 metros lineales y colinda con propiedad privada.


Y se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, mediante donación a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, y registrado bajo la Partida 5037, Libro 51, Sección I S.C, de fecha 10 de diciembre de 2003.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo  de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar el terreno que ocupa la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, con una superficie de 3,010.55 m2., ubicada en la colonia San Joaquín de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a dicha dependencia.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de octubre de 2007, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar el terreno que ocupa la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, con una superficie de 3,010.55 m2., ubicada en la colonia San Joaquín de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a dicha dependencia.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña certificación de cabildo de fecha 14 de agosto de 2007, mediante la cual se aprobó por unanimidad, desincorporar el terreno que ocupa la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, con una superficie de 3,010.55 m2., ubicada en la colonia San Joaquín entre las calles Manuel Garza y calle Santo Cristo de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a dicha dependencia.
QUINTO.  El objeto es formalizar las escrituras correspondientes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para desincorporar el terreno que ocupa la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, con una superficie de 3,010.55 m2., ubicada en la colonia San Joaquín entre las calles Manuel Garza y calle Santo Cristo de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito  para formalizar las escrituras correspondientes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Guerrero, Coahuila, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto para reformar el Artículo 26 Fracción I, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 453 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 26 de febrero de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal del Municipio de Guerrero, Coahuila, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto para reformar el Artículo 26 Fracción I, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 453 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

SEGUNDO.  Por acuerdo del  Presidente de la Mesa Directiva de la Permanente del Congreso, se turnó el expediente a esta Comisión para estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que como antecedente del expediente en estudio, cabe señalar que el municipio de Guerrero, Coahuila solicita de la manera mas atenta se preste atención a la petición de Fe de erratas, para adicionar un párrafo al Artículo 26, fracción I, de dicha Ley de Ingresos Municipal para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 453 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

SEGUNDO. Que para tal efecto acompañó a la Iniciativa la documentación necesaria, por lo que realizado el análisis correspondiente, se autorizó lo anterior mediante Decreto número 453, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de diciembre de 2007.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el Artículo 26 Fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Guerrero, Coahuila para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 453 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007, para quedar de la siguiente forma;

ARTÍCULO 26.-….

I.- Certificaciones catastrales revisión y calificación de escrituras $ 184.00 mas el 1.8 sobre el valor catastral.
TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Publique el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008.
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	Dip. Luís Gurza Jaidar
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto para reformar el Artículo 22 Fracción I, Incisos 2, 3 y 8; Fracción XVII y Fracción XXIII; y el Artículo 25, Fracciones I y VII, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 430 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 26 de febrero de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto para reformar el Artículo 22 Fracción I, Incisos 2, 3 y 8; Fracción XVII y Fracción XXIII; y el Artículo 25, Fracciones I y VII, de la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 430 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

SEGUNDO.  Por acuerdo del  Presidente de la Mesa Directiva de la Permanente del Congreso, se turnó el expediente a esta Comisión para estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que como antecedente del expediente en estudio, cabe señalar que el municipio de Ramos Arizpe, Coahuila tiene la finalidad de adecuar el entorno económico de algunos ingresos y contribuciones en materia de desarrollo urbano a las condiciones socioeconómicas del municipio de Ramos Arizpe, toda vez que las anteriores disposiciones eran imprecisas o inadecuadas, por tal motivo solicitan reformar el Artículo 22 Fracción I, Incisos 2, 3 y 8; Fracción XVII y Fracción XXIII; y el Artículo 25, Fracciones I y VII, de la Ley de Ingresos de dicho municipio para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 430 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

SEGUNDO. Que para tal efecto acompañó a la Iniciativa la documentación necesaria, por lo que realizado el análisis correspondiente, se autorizó lo anterior mediante Decreto número 430, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de diciembre de 2007.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el Artículo 22 Fracción I, Incisos 2, 3 y 8; Fracción XVII y Fracción XXIII; y el Artículo 25  Fracciones I, inciso 8 y VII, de la Ley de Ingresos del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila para el ejercicio fiscal 2008, el cual fue Publicada con Decreto número 430 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 28 de Diciembre de 2007.

ARTÍCULO 22.-….

I.- ……..

1.- ……..

2.- Edificios destinados a la administración pública y privada, comercio, alojamiento, salud, almacenamiento y abasto, tiendas de servicio, comunicaciones y transporte, educación y cultura, asistencia social, servicios urbanos, seguridad e infraestructura.

3.- Cines, teatro, cantinas, cabaret, centro nocturno, salones de usos múltiples, salones de fiestas, comedores y restaurantes $ 21.00 m2.

4.- al 7.- ……..

8.- Limpieza y despalme en zonas industriales, comerciales y de servicios, así como en fraccionamientos habitacionales e industriales en superficies superiores a 500 m2. $ 1.37 m2.

II.- al XVI.- ……..

XVII.- Por otorgamiento de Información Urbana.

……………………

XXIII.- Se otorgará un estímulo del 50% en licencias y/o permisos de construcción de vivienda en fraccionamientos, media y media alta.

XXIV.- al XV.- ……..

................................

ARTÍCULO 25.- ……..

I.- Se otorgará un estímulo del 10% en licencias de fraccionamiento para casa habitación de 200 m2 de terreno o más.

……………………….

II.- al VI.- ……..

VIII.- al IX.-……..

TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Publique el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de marzo de 2008. 
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Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Exhorto al Ejecutivo Federal, a fin de que se otorguen mas recursos materiales y humanos a la atención de menores infractores" planteada por el Diputado José Luís Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de Noviembre de 2007, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

Segundo. De conformidad con los artículos 200 y 211 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Seguridad Pública para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 112, 130, 207 y 211 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por la Diputación Permanente. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Exhorto al Ejecutivo Federal, a fin de que se otorguen mas recursos materiales y humanos a la atención de menores infractores", su planteamiento se basa entre otras en las consideraciones siguientes: 

La firma del convenio internacional para la protección de los derechos de los niños, nos coloco en una situación comprometida al obligamos a modificar nuestras legislaciones penales locales, por lo menos en gran parte del país, a fin de considerar a los como niños a los adolescentes de casi 18 años, en una evidente disparidad de criterios y contextos históricos y socioeconómicos entre los países industrializados, y los países menos desarrollados. En efecto si en un país altamente desarrollado y con un alto nivel de vida, el adolescente crece casi como un niño, en nuestros países las circunstancias han obligado a nuestros jóvenes a un crecimiento y maduración acelerados, que convierte a muchos jóvenes de esa edad en padres de familia plenamente incorporados en las labores productivas y mas concientes de las consecuencias de sus acciones, y de la percepción de lo que es bueno o malo socialmente. Incluso se ha llegado a teorizar sobre el mas rápido crecimiento y maduración física de nuestros adolescentes, comparada con la que experimentan los países mas industrial izados. 

Por otra parte, el involucramiento de los menores de edad en la comisión de actos de naturaleza delictiva, es cada día mas común, y la sociedad requiere mejores herramientas para enfrentarla. La delincuencia organizada ha aprovechado tradicionalmente esta tendencia, a la par de los resquicios legales existentes, para involucrar a menores de edad en sus operaciones, neutralizando así los esfuerzos de la justicia para castigar a los infractores en proporción directa al tamaño de la falta cometida. Y si podemos hablar de que un adolescente se pueda involucrar por inmadurez, espíritu de aventura, falta de comprensión por la consecuencia de sus actos, etc., en actividades como los pequeños robos, riñas que desembocan en lesiones, venta de pequeñas cantidades de sustancias ilícitas y otro tipo de faltas, no puede decirse lo mismo cuando se trata de adolescentes curtidos en una vida de delito, involucrados en actos de tortura, homicidio con todas las agravantes, narcotráfico en gran escala, secuestro y extorsión. 

A nivel de tratamiento de menores infractores, nos encontramos en un gran estado de atraso. La reciente escapatoria de un grupo de ellos, permitió sacar a la luz publica las deficiencias existentes en este sentido. La falta de recursos de origen federal necesarios para el adecuado confinamiento de este tipo de personas en todo el Estado, la falta de sistemas racionales a nivel nacional para la readaptación de menores a una vida productiva en el seno de la sociedad y, corno consecuencia de lo anterior, los escasos recursos humanos dedicados a la tarea de lograr esta readaptación y, lo mas importante, su falta de especialización profesional en este tipo de actividades, nos llevan a plantear la necesidad de exhortar al Gobierno Federal para que se contemple la creación de un programa nacional sistemático y coherente, que nos permita sanar estas deficiencias. 

La readaptación de menores y adolescentes no es una actividad que se ve y que de lustre a un Gobierno, como las grandes campañas contra el narcotráfico, pero es tanto mas necesaria cuanto que los traficantes del mañana, son ahora los adolescentes que han sido llevados a esas actividades, a causa de la pobreza, el descuido, la falta de programas dirigidos a ellos, y de manera muy especial, de la falta de recursos que se destinen para su atención.
Se turne la presente propuesta a la Comisión de Seguridad Pública, a fin de que sea analizada y, en su caso, se emita el dictamen correspondiente, procediéndose a realizar los procedimientos a que esto de lugar. 

TERCERO.- Con la aprobación de la "Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño" de 1989 y el surgimiento de la doctrina de la "Protección Integral de los Derechos de la Infancia", que concibe a los niños hasta la edad de 18 años, como sujetos plenos de derecho, surge un nuevo modelo de justicia para adolescentes basado en la idea de la "responsabilidad penal". Se parte de la premisa de que aquéllos no sólo son titulares de derechos que les deben ser reconocidos, respetados y garantizados, sino que además lo son también de obligaciones, deberes y responsabilidades. En este sentido, cuando un adolescente comete una conducta delictiva, se le debe atribuir una responsabilidad específica por ese hecho. 

En respuesta a la reforma del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de fecha 12 de diciembre del año 2005, que establece un nuevo sistema de justicia juvenil en la República Mexicana este dispositivo de nuestra Ley Fundamental, constituye un nuevo marco jurídico constitucional para que las legislaturas de los Estados establecieran un sistema integral de justicia que será aplicable a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes penales y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, la operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de instituciones, tribunales y autoridades especializados en la Procuración e Impartición de Justicia para adolescentes. El Ejecutivo del Estado en el mes de agosto de 2006 envió a este congreso la Iniciativa de Ley de Justicia para Adolescentes para el Estado de Coahuila, siendo uno de los primeros Estados en cumplir con lo dispuesto en la reforma del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y efectivamente lamentablemente la reforma federal únicamente obliga a los Estados a implementar los mecanismos y las instituciones que cumplirán con este nuevo régimen penal para adolescentes y no prevé de manera alguna los recursos necesarios para su cumplimiento e implementación de los mecanismos ni de las autoridades que se encargaran de esta nueva forma de Justicia para adolescentes como es el caso de nuestro Estado, por lo que asiste la razón al promovente del punto de acuerdo que se analiza y es necesario exhortar a la autoridad federal competente a fin de que se proyecte en el presupuesto anual de egresos para los Estados se asignen recursos suficientes al Estado de Coahuila a fin de apoyar a contar con mejores instituciones y personal especializado en la administración de Justicia para Adolescentes. 

Consecuentes con las anteriores consideraciones que anteceden, esta comisión de Seguridad Publica considera emitir el siguiente: 

DICTAMEN

UNICO.- Se envié atento exhorto a la Comisión de Programación y Presupuesto de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión a fin de que se proyecte en el presupuesto anual de egresos para los Estados, y se asignen recursos suficientes al Estado de Coahuila con la finalidad de apoyar para contar con mejores instituciones y personal especializado en la administración de Justicia para Adolescentes. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Hermilio Sergio Pon Tapia (Coordinador) Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Alfio Vega de la Peña, Diputado Leocadio Hernández Torres, Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long Saltillo Coahuila, a 26 de Marzo de 2008.
COMISION DE SEGURIDAD PÚBLICA

Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia
Dip. Francisco Saracho Navarro

          Coordinador
Dip. Alfio Vega de la Peña
Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco
Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela

Dip. Virgilio Maltos Long

D I C T A M E N que presenta la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  relativo a la proposición  con punto de acuerdo sobre “El Cambio Climático” planteada por el Diputado Raúl Xavier González Valdés, conjuntamente con los Diputados Jorge Antonio Abdala Serna, José Luis Moreno Aguirre, Román Alberto Cepeda González, Antonio Juan Marcos Villarreal y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que con fecha 14 de Enero de 2008, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la proposición con Punto de Acuerdo sobre El Cambio Climático, solicitando que la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Congreso del Estado la estudie para que emita un dictamen sobre la misma. 

SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada, fue analizada en la sesión de la Diputación Permanente del Congreso del Estado celebrada el 15 de Enero de 2008 y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 200, 211 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, se dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo fuera turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que en virtud de lo antes expuesto,  esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por el Congreso del Estado según lo dispuesto por el artículo 111 fracción  I  y en el 130 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Efectivamente, en los últimos años a nivel mundial, han ocurrido cambios drásticos en el clima, observándose aumento de calor y la presencia de huracanes inusitados; precisamente en nuestro país, hemos sentido los efectos de este cambio climático, y se han padecido inundaciones y huracanes que han cobrado victimas y daños materiales muy severos. 

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático usa el término ''cambio climático'' sólo para referirse al cambio por causas humanas: estableciendo que por 'cambio climático' se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables. 

Lo anterior debido a que hay un amplio consenso científico sobre la estrecha relación entre las concentraciones atmosféricas de los gases de efecto invernadero generadas por la actividad humana y los cambios observados recientemente en el clima terrestre, por lo que todos debemos tener conciencia de estos cambios y trabajar en proyectos que hagan frente a estas variaciones climatológicas que tantas consecuencias negativas acarrean. 
TERCERO.- Esta Comisión estima procedente que como lo plantean los ponentes del punto de acuerdo que analizamos, cada entidad federativa realice estudios que le permitan identificar sus debilidades y trabajar coordinadamente con el Gobierno Federal a fin de que enlazando las políticas públicas se puedan aminorar los efectos destructivos que ya se han sentido y que pueden aumentar si la situación no se corrige. 
Por las consideraciones que anteceden y, para la atención del asunto a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a consideración y aprobación del Pleno del Congreso el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, esta Comisión estima procedente la proposición que hacen los promoventes del punto de acuerdo, para que este H. Congreso haga atento y respetuoso exhorto al Gobierno Federal a fin de que junto con los Gobiernos Estatales y Municipales, coordinen sus políticas públicas de acuerdo a los impactos ambientales que se desprendan de los diversos estudios elaborados por cada entidad federativa y de ahí emprender acciones concretas, efectivas y permanentes para mitigar los efectos devastadores que se tendrán sobre la población en los próximos años, como los que ya se están padeciendo, causados por el cambio climático. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez (Coordinador), Dip. Jorge Antonio Abdala Serna, Dip. Horacio de Jesús del Bosque Dávila, Dip. Juan Alejandro de Luna González, Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván.  

Comuníquese lo anterior al Congreso del Estado de Coahuila para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a 11 de Marzo de 2008.

POR LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES.

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTACIÓN 

	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION



	DIP. JORGE ANTONIO ABDALA SERNA 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION



	DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION



	DIP. SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION
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